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RESUMEN

Existe una preocupación creciente sobre la forma en que los cambios de-
mográficos, particularmente el envejecimiento de la población, podrían 
afectar a las transferencias intergeneracionales, las variables macroeconó-
micas y el equilibrio fiscal. No obstante, es muy poca la investigación que 
analiza si las transferencias intergeneracionales —privadas y públicas— se 
distribuyen equitativamente entre los diferentes grupos socioeconómicos 
y si contribuyen a reducir la desigualdad en los ingresos y la pobreza, en 
particular en las economías menos desarrolladas. El presente estudio ana-
liza estas interacciones en Brasil. Se desprende que la importancia de las 
transferencias familiares es mayor para los niños, particularmente para los 
de los hogares con más recursos económicos. Los niños de los hogares más 
pobres dependen mucho más de las transferencias públicas. El consumo 
de las personas mayores, en todos los grupos socioeconómicos, depende 
en gran parte de las transferencias públicas. Se muestra, asimismo, que 
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los niños pobres reciben la menor cantidad de transferencias públicas y 
privadas, al menos en el corte transversal. Las diferencias entre los gru-
pos de edad, en cuanto al acceso al poder político y su influencia sobre 
la determinación de los grupos socioeconómicos que se benefician de los 
mismos programas, pueden ayudar a explicar esos resultados. En el estudio 
se entregan importantes elementos para comprender cómo las diferencias 
entre los grupos socioeconómicos con respecto a las transferencias interge-
neracionales resultan útiles para explicar el ciclo vicioso de la desigualdad 
y la pobreza en Brasil.
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ABSTRACT

There is growing concern as to how demographic changes, especially 
population ageing, may affect intergenerational transfers, macroeconomic 
variables and the fiscal balance. Nevertheless, very little research has been 
done to investigate whether intergenerational transfers (private and public) 
are distributed equitably among the various socioeconomic groups and 
whether they contribute to reduce income inequality and poverty, in particular 
in the least developed economies. This study analyses these interactions in 
Brazil. The results show that the significance of family transfers is greater for 
children, especially those in higher-income households, while the children 
of poorer households depend to a much greater extent on public transfers. 
The consumption of older persons, in all socioeconomic groups, depends to 
a large extent on public transfers. Also, poor children receive the smallest 
amount of public and private transfers, at least from a period perspective. 
The differences between age groups, in terms of access to political power, 
and their influence on the decision as to which socioeconomic groups 
benefit from programmes, could help to explain these results. The study 
offers important data for understanding how the differences between 
socioeconomic groups in relation to intergenerational transfers can be used 
to explain the vicious cycle of inequality and poverty in Brazil.
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RÉSUMÉ

Il existe une préoccupation croissante quant à la manière dont les change-
ments démographiques, en particulier le vieillissement de la population, 
pourraient bouleverser les transferts intergénérationnels, les variables 
macroéconomiques et les équilibres budgétaires. Il y a pourtant peu d’étu-
des qui s’attachent à découvrir si les transferts intergénérationnels —privés 
et publics— sont répartis de façon équitable entre les différents groupes 
socioéconomiques et s’ils contribuent à réduire les inégalités de revenus 
et la pauvreté, en particulier dans les économies les moins développées. 
La présente étude analyse ces interactions au Brésil. Il ressort des résultats 
obtenus que l’importance des transferts familiaux est plus grande pour les 
enfants, surtout pour ceux des foyers aisés; les enfants des familles plus 
pauvres dépendant davantage des transferts publics. La consommation des 
personnes âgées, —et ce dans tous les groupes socioéconomiques— dé-
pend largement des transferts publics. L’étude fait aussi apparaîme que 
les enfants pauvres reçoivent la quantité la plus réduite de transferts pu-
blics et privés, du moins en coupe transversale. Les différences entre les 
groupes d’âge, en termes d’accès au pouvoir politique, et leur influence 
sur les decisions concernant les groupes socioéconomiques bénéficiaires 
des programmes sociaux, peuvent aider à expliquer ces résultats. L’étude 
fournit des éléments précieux pour comprendre combien les différences 
entre les groupes socioéconomiques en ce qui concerne les transferts in-
tergénérationnels sont utiles pour expliquer le cercle vicieux de l’inégalité 
et de la pauvreté au Brésil.



69

INTRODUCCIÓN

Durante los últimos decenios, los científicos sociales han dedicado una 
atención creciente a las interacciones entre los cambios de la población y 
las transferencias intergeneracionales. Ese interés proviene, en gran medi-
da, de una preocupación por la forma en que los cambios en la distribución 
etaria de la población afectan a las transferencias intergeneracionales y, 
consecuentemente, a las variables macroeconómicas (Lee, 1997b). En las 
sociedades contemporáneas, esas transferencias desempeñan una función 
importante en la redistribución de los recursos desde la población en edad 
laboral hacia los niños y las personas de edad. Mientras que las personas de 
edad reciben una asistencia considerable mediante los programas de segu-
ridad social, las transferencias familiares constituyen la asistencia princi-
pal de los niños (Lee, 1997a; Lee, 2003). Si no se amortiguan los cambios 
en la distribución de la población por edades —en particular el aumento 
del grupo de personas de edad— mediante modificaciones en la oferta de 
trabajo, el comportamiento del ahorro y las pensiones del sector público, 
podrían imponer severas presiones fiscales al sector público y ser una car-
ga económica para las próximas generaciones de trabajadores (Gruber y 
Wise, 2001; Lee, 2000; Lee, 2003).

Una segunda cuestión conexa que se ha estudiado —mayormente 
en los Estados Unidos— es la relación entre las transferencias del sec-
tor público y el bienestar relativo de los niños y las personas de edad. 
Preston (1984) señala que la expansión del sistema de seguridad social en 
los Estados Unidos ha sido la causa de la reducción de la pobreza entre las 
personas de edad, en detrimento de la asistencia social a los niños. En esa 
tesis ampliamente citada de Preston se argumenta que el funcionamiento 
de las variables demográficas en diferentes ámbitos (es decir, la familia, 
la industria y la política) ha desempeñado una importante función en la 
determinación de la situación relativa de las personas dependientes en los 
Estados Unidos. Por ejemplo, el número creciente de personas adultas ha 
aumentado el poder político de esos grupos en comparación con los niños, 
favoreciendo la ampliación de las prestaciones de los planes de asistencia 
médica para los ancianos y personas con discapacidad (Medicare en los 
Estados Unidos) y de la seguridad social. En el debate sobre la equidad 
intergeneracional, han surgido tesis distintas de las de Preston; destaca la 
teoría de Becker y Murphy (1988), en la que se sostiene que el desarrollo 
de programas de pensiones y de atención sanitaria para las personas de 
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edad compensa el esfuerzo económico al que han contribuido anterior-
mente los adultos para el desarrollo de la educación pública, con arreglo 
a lo que ellos denominan la mejora de la eficacia de la intervención del 
Estado en la familia. Existen estudios empíricos recientes, basados en da-
tos longitudinales sobre las transferencias, que están de acuerdo con la 
teoría de Becker y Murphy, ya que indican que las generaciones inculpadas 
de beneficiarse de la ampliación de la seguridad social y de la asistencia 
médica para ancianos y personas con discapacidad han hecho, en realidad, 
transferencias mucho mayores para el desarrollo de la educación pública 
(Bommier y otros, 2004). No obstante, aún no se sabe claramente en qué 
medida las transferencias públicas hacia los niños, en particular hacia los 
de los hogares más pobres, están en niveles eficientes, una cuestión que 
podría ayudar a conciliar los resultados de los estudios recientes con la 
tesis de Preston.

A pesar del constante interés entre los investigadores sobre los temas 
relativos a las transferencias intergeneracionales en los países desarrolla-
dos, sorprendentemente es poco lo que se sabe sobre esos temas en las 
economías emergentes. Brasil es un ejemplo de contexto importante para 
estudiar las relaciones entre las transferencias intergeneracionales, el enve-
jecimiento y la desigualdad socioeconómica que no ha sido completamen-
te estudiado todavía. En comparación con otras economías emergentes, 
Brasil se distingue por la combinación de un sector público relativamente 
amplio con una población que envejece rápidamente y registra, asimismo, 
una de las desigualdades en los ingresos más extremas del mundo. Existe 
una amplia bibliografía que documenta las investigaciones sobre los facto-
res determinantes de la pobreza y las pautas de la desigualdad de ingresos 
en Brasil (Henriques, 2000). Son menos los estudios que analizan direc-
tamente las transferencias intergeneracionales en el país, y menos aún los 
que se centran en la relación entre la familia y las transferencias del sector 
público con la desigualdad, aunque las investigaciones en ese terreno han 
ido aumentando. En un estudio amplio de las transferencias intergeneracio-
nales en Brasil —que combina distintas escalas de edades de transferencias 
públicas y familiares—, Turra (2000) señala que la dirección de las transfe-
rencias públicas es marcadamente ascendente de los jóvenes hacia las per-
sonas de más edad. Como promedio, los gastos totales en las personas de 
edad equivalen aproximadamente a cinco veces los gastos en los niños, lo 
que indica un marcado contraste con muchos otros países en desarrollo, en 
los que las transferencias públicas son acentuadamente descendentes (Lee, 
2003). Además, en análisis recientes que comparan las tasas de pobreza 
por edades en Brasil se muestra que las tasas de pobreza son más altas 
entre los niños que entre las personas de edad, lo que se podría explicar 
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por las transferencias públicas desproporcionadamente mayores hacia las 
personas de edad (Barros y Carvalho, 2003; Camargo, 2004).

A pesar de la creciente bibliografía en esta materia, los estudios an-
teriores sobre Brasil tienen diversas limitaciones. La investigación sobre 
transferencias intergeneracionales, por ejemplo, no ha conseguido identifi-
car la existencia de diferencias en función de la situación socioeconómica. 
Por otra parte, los estudios que se han centrado en la relación entre las 
transferencias públicas y la desigualdad en los ingresos se han limitado, en 
gran medida, a las transferencias públicas en dinero, y excluyeron los im-
puestos, las transferencias públicas en especie y las transferencias privadas 
inter vivos. Asimismo, no conocemos ningún estudio que compagine los 
aspectos de equidad intergeneracional con los patrones históricos de des-
igualdad y pobreza. Aunque se reconoce que la mayoría de esas cuestiones 
sólo pueden abordarse con mediciones longitudinales calculadas a partir 
de datos históricos, en el presente estudio se intenta fortalecer el debate, 
proporcionando un primer análisis de las diferencias socioeconómicas en 
las transferencias intergeneracionales, utilizando datos transversales para 
Brasil. Hemos procurado relacionar nuestras constataciones con debates 
anteriores sobre las transferencias y el bienestar de los grupos de edades 
dependientes, y obtener ideas sobre cómo la edad y la situación socioeco-
nómica interactúan para generar la gran desigualdad que existe en Brasil.

El documento está organizado así: en el primer capítulo se propor-
ciona un breve análisis sobre los patrones de la pobreza y la desigualdad 
en el país. Además, se repasan los principales aspectos de algunas trans-
ferencias públicas incluidas en nuestro análisis (seguridad social, la salud 
y la educación). En el capítulo II se presentan algunas consideraciones 
teóricas y metodológicas sobre la estimación de las escalas de edades de 
los flujos económicos. El capítulo III está dedicado a analizar los resulta-
dos principales, haciendo especial hincapié en la interpretación y en las 
salvedades que se podrían hacer a nuestro análisis; el capítulo IV contiene 
las conclusiones.

I. LA POBREZA Y LA DESIGUALDAD EN BRASIL

Brasil no es un país pobre; no obstante, tiene millones de personas pobres y 
una alta concentración de los ingresos. Aunque el PIB per cápita (alrededor 
de 7.000 dólares estadounidenses en 2002 basado en la paridad del poder 
adquisitivo) lo sitúa en el puesto 56 a nivel mundial, el coeficiente Gini 
de Brasil (0,6) es mucho más alto que el coeficiente promedio de América 
Latina (0,4). Además, una gran parte de la población pobre de la región 
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corresponde a Brasil: los niveles de pobreza oscilan entre el 23% y el 45%, 
dependiendo de la definición de umbral de pobreza que se utilice y del 
subgrupo de población estudiado (Ferreira, Lanjouw y Neri, 2003).

A pesar de los cambios estructurales, la desigualdad económica ha 
persistido en Brasil durante décadas (Barros y otros, 2000). En investiga-
ciones recientes se ha apuntado hacia diversos factores que podrían ayudar 
a explicar esa pauta; entre ellos se incluyen, por ejemplo, las desigualdades 
en la distribución de la educación, el aumento del desempleo y del sector 
informal (Ferreira y Barros, 1999), las altas tasas de reincorporación a la en-
señanza escolar y la alta varianza en la escolaridad (Lam y Levison, 1992; 
Menezes Filho, 2001). Aunque el mercado de trabajo no es por sí mismo un 
generador de desigualdad de los ingresos, sí desempeña una función impor-
tante en la transformación de las diferencias entre los trabajadores —como 
la educación y la experiencia— en desigualdad en los ingresos (Barros y 
Mendonça, 1995). Es posible que los niveles de desigualdad fuesen más 
altos si el gobierno no hubiera controlado la inflación en los años noventa, 
lo que eliminó el impuesto inflacionario implícito y benefició especialmente 
a los grupos de bajos ingresos (Rocha, 1996). Además, mientras que los 
cambios en la distribución por edades han favorecido el aumento de la des-
igualdad de los ingresos (Wajnman y Menezes-Filho, 2001), los cambios 
demográficos, con inclusión de los cambios en la distribución por edades y 
el tamaño de las familias, ayudaron a reducir los niveles de pobreza en la 
mayoría de las regiones del país (Barros y otros, 2000).

Un aspecto importante de la pobreza en Brasil es su alta prevalencia 
entre los niños. Barros y Carvalho (1999), utilizando datos representativos 
de los hogares a nivel nacional, muestran que las tasas de pobreza entre 
los niños (alrededor del 50%) son más de tres veces más altas que entre las 
personas de edad (alrededor del 15%). Además, algunas simulaciones de 
casos hipotéticos demuestran que las tasas de pobreza podrían ser similares 
para los dos grupos dependientes si las transferencias públicas (en dinero) 
se eliminaran, lo que subraya la importancia del sector público en los es-
fuerzos por reducir la pobreza en las edades más avanzadas.

II. LOS PROGRAMAS DE SEGURIDAD SOCIAL EN BRASIL

Durante el último siglo, la mayoría de los países industrializados y algunos 
países en desarrollo establecieron programas universales de seguridad so-
cial, que proporcionan servicios de bienestar social a la población median-
te transferencias en especie y en dinero. Esos programas garantizan tanto 
el bienestar de las personas de edad como el desarrollo de las generaciones 
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jóvenes, y pueden ayudar a reducir la desigualdad y promover el creci-
miento económico (Lee y Mason, 2004). En Brasil, el apoyo a la seguridad 
social pública llegó a representar alrededor del 21% del PIB en 2002, te-
niendo en cuenta todos los niveles de gobierno (Brasil, 2003); esta cifra es 
comparable a los gastos sociales de la mayoría de los países desarrollados. 
Mientras que las prestaciones de la seguridad social y otras formas de asis-
tencia a las personas de edad representaron alrededor del 12% del PIB, el 
gasto público en educación y salud alcanzó, en 2002, el 5,5% y el 3,5% del 
PIB, respectivamente (Camargo, 2004).

A. El sistema de seguridad social

El sistema de pensiones en Brasil está compuesto por tres segmentos prin-
cipales: el sistema general (trabajadores privados), el sistema de los fun-
cionarios públicos y otros diversos sistemas de financiación privada; la 
mayoría de los sistemas de pensiones se basan en el sistema de reparto. El 
país también cuenta con un amplio sistema no contributivo —condiciona-
do a la comprobación de los medios de vida— que proporciona prestacio-
nes a las personas de edad de bajos ingresos.

El sistema de seguridad social para los trabajadores privados (sistema 
general) es un programa de prestaciones definidas no basado en fondos 
especiales y todavía se discute sobre cuándo empezó. En 1888 se adopta-
ron algunas medidas a fin de proporcionar prestaciones de jubilación a los 
trabajadores postales y los empleados de la prensa nacional. En los años 
posteriores, las prestaciones de jubilación se ampliaron a los trabajadores 
del ferrocarril, los empleados del Ministerio de Finanzas y de la Casa de la 
Moneda, y los miembros de las fuerzas armadas. En 1923, se aprobó la Ley 
Eloi Chaves, a fin de regular la seguridad social tanto de los funcionarios 
públicos como de los trabajadores del sector privado. Esa ley descentra-
lizó el sistema de pensiones, ya que cada empresa era responsable de sus 
propios empleados. En 1933 se realizó la primera reforma, y los fondos 
de pensiones se estructuraron por categorías profesionales (Leite, 1983). 
El sistema general de pensiones se centralizó recién en 1966, cuando la 
Cámara de los Representantes aprobó un decreto ley sobre la seguridad 
social. El Instituto Nacional de Previsión Social (INPS) incorporó todos 
los ingresos y los gastos de los programas de cada sector particular y tam-
bién sus activos y pasivos. Otra gran modificación de esa época fue el tipo 
de programa, que cambió de un sistema de capitalización a un sistema de 
reparto (Leite, 1983).

Con la Constitución de 1988 se realizó la última gran modificación de 
la reglamentación, que amplió la cobertura de seguridad social obligatoria a 
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la mayoría de los grupos excluidos —entre ellos los trabajadores rurales— 
sin el requisito de aumentos equivalentes de las aportaciones. Asimismo, 
otras medidas hicieron que el sistema fuera aún más generoso: el estableci-
miento de un salario mínimo como prestación más baja abonada por el sis-
tema, la indización de todas las pensiones con respecto al salario mínimo y 
la reducción de la edad mínima para jubilar (Stephanes, 1998).

Hasta 1998 se concedía la prestación completa de jubilación a todos 
los trabajadores que habían contribuido durante 10 años al sistema y ha-
bían alcanzado la edad de jubilación establecida (65 años para los hombres 
y 60 para las mujeres), o que podían probar que habían trabajado durante 
un número determinado de años con arreglo al sistema de jubilación por 
tiempo de cotización (35 años para los hombres y 30 para las mujeres, 
pero sin el requisito de haber aportado cotizaciones durante ese período). 
Además, existían planes de jubilación especiales que concedían pensiones 
proporcionales a las personas que habían trabajado durante 30 o 25 años 
(hombres y mujeres, respectivamente); las prestaciones se calculaban so-
bre la base de los últimos 36 meses de actividad (Brasil, 2002). El nivel de 
las prestaciones es relativamente alto: los beneficiarios de prestaciones por 
edad reciben, como promedio, tres veces el salario mínimo, y las presta-
ciones por tiempo trabajado son 2,5 veces superiores a las prestaciones por 
edad (Queiroz, 2005).

En 1998, después de años de debate político, se aprobó una importan-
te reforma a fin de ayudar a resolver el desequilibrio fiscal del programa. 
La modificación principal fue la introducción de una nueva metodología 
para calcular las prestaciones de jubilación, basada en una regla actuarial. 
El nuevo cómputo del beneficio se basa en el programa nacional de pres-
taciones definidas de Suecia y considera un historial de ingresos de mayor 
duración, la esperanza de vida a la edad de jubilación y un coeficiente que 
desincentiva el retiro anticipado. Todavía no se ha aprobado la edad míni-
ma de jubilación para los trabajadores del sector privado (Brasil, 2002).

El sistema general se concibió en un momento en el que el rápido 
crecimiento de la población y la baja esperanza de vida se combinaban y 
sostenían el programa. Sin embargo, en los últimos años el sistema ha de-
bido enfrentar diversos déficit presupuestarios, situación que aumentó gra-
dualmente después de la aplicación de las nuevas reglamentaciones (prin-
cipios de la década de 1990). En 1996, el déficit equivalía al 0,1% del PIB, 
pero aumentó hasta el 1,7% en 2004 (Giambiagi y otros, 2004). La deuda 
implícita —una medición a largo plazo de la idoneidad financiera del siste-
ma— también es grande y equivale a casi dos veces el PIB (Bravo, 2001).

Además del sistema general de pensiones, los funcionarios públicos 
cuentan con su propio plan de pensiones, que también es un programa 
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de prestaciones definidas de tipo reparto no basado en fondos especiales. 
Aunque menores en números absolutos si se los compara con el programa 
general, los gastos en los funcionarios públicos no son exiguos, y llegaron 
a representar el 4,7% del PIB en 2002 (Medici, 2004). Según Medici, el 
programa es una compleja cadena de sistemas federales, estatales y locales, 
e incluye programas especiales para las diferentes categorías de funciona-
rios públicos. En el sistema de los funcionarios públicos, las prestaciones 
son más amplias que en el sistema general: las tasas de sustitución son más 
altas y el tiempo de contribución para recibir prestaciones de pensión com-
pleta es menor. El déficit del programa es alto y aumentó durante la pasada 
década y en 2004 llegó al 3,6% del PIB (Giambiagi y otros, 2004).

B. El gasto público en salud

El sistema de salud se creó en 1923, con arreglo a la misma ley que creó el 
sistema de seguridad social para los trabajadores urbanos del sector priva-
do (Ley Eloi Chaves). Durante la mayor parte de su existencia, la cobertura 
en salud se limitaba a los trabajadores del sector formal de la economía, es 
decir, el mismo grupo abarcado por el sistema de seguridad social. El pro-
grama se financiaba en gran medida con los aportes al sistema de seguridad 
social y estaba centralizado en el Ministerio de Salud (Almeida y otros, 
2000; Medici, 1997b; Negri y Giovanni, 2001; Elias y Cohn, 2003).

El momento más destacado de la reforma del sector de la salud en 
Brasil fue en 1998, cuando la nueva constitución institucionalizó un sistema 
de atención en salud universal, integrado y gratuito, conocido como Sistema 
Unico de Saude. Esa reforma proponía diversos cambios, entre los que se 
incluían aumentos de los recursos financieros, la mejora de la prestación y 
los medios de los servicios, e incluía una descentralización de los servicios 
desde el Estado hacia los gobiernos locales (Almeida y otros 2000).

La financiación del programa proviene de los ingresos generales des-
de 1993, año en el que la seguridad social dejó de financiar la atención en 
salud. Actualmente es una red compleja de proveedores públicos y priva-
dos que se interrelacionan en forma simultánea, complementaria y compe-
titiva y que se financia con recursos públicos. El sistema, que cuenta con 
17 años de antigüedad, ha cosechado éxitos y fracasos, y su eficacia varía 
según la región geográfica y en las mismas regiones. El principal defecto 
del programa universal es que la prestación de atención es desigual a lo 
largo y ancho del país. Las personas de los grupos de ingresos más bajos 
y de zonas menos desarrolladas tienen más dificultades para obtener servi-
cios y reciben tratamientos de peor calidad (Almeida y otros, 2000; Alves 
y Timmins, 2001).
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C. El gasto público en educación

Desde luego, la educación es el programa más eficaz para reducir la des-
igualdad y mejorar la calidad de vida de una población. La Constitución 
de 1988 estableció que el gobierno federal debía gastar el 18% de su pre-
supuesto en educación, y los Estados y los gobiernos municipales debían 
gastar el 25%. En general, la educación primaria está a cargo de los go-
biernos municipales (el 3,6% del PIB) y las administraciones estatales son 
responsables de la educación secundaria (0,8% del PIB); el gobierno central 
financia la mayor parte de la educación superior pública (0,5% del PIB) 
(Camargo, 2004; Schwartzman, 2003; Almeida, 2001). Desde 1971, son 
obligatorios ocho años de escolarización primaria. Desde 2000, la mayoría 
de los niños de edades entre 7 y 14 años se habían matriculado en la escuela, 
pero persisten muchos problemas, como la tasa de retención y la deserción 
escolar después de los 15 años.

Aunque el gobierno dedica a la educación un porcentaje del PIB si-
milar al de otros países, la pauta de gastos por alumno es acusadamente 
diferente. Por ejemplo, mientras que en Brasil los gastos por alumno en 
educación superior son aproximadamente 14 veces más altos que en edu-
cación primaria, en los países de la OCDE esa relación es de sólo 2,7, lo 
que destaca la distribución desigual de los recursos públicos por nivel de 
educación en Brasil (Almeida, 2001).

En los últimos años se crearon algunos programas para mejorar la ca-
lidad y el alcance de la educación primaria. Por ejemplo, el FUNDEF es 
un fondo educativo creado para: 1) aumentar las inversiones en educación 
básica y primaria; 2) garantizar una cantidad mínima de gastos por alumno 
en la educación primaria; y 3) asignar recursos de las zonas más ricas a las 
más pobres. Además, se puso en marcha la ‘bolsa-escola’, una transferencia 
en dinero —sujeta a la comprobación de los medios de vida— que incentiva 
a las familias a dejar en la escuela a los niños de edades entre 7 y 14 años. 
Por último, el gobierno federal elaboró nuevas directrices sobre planes de 
estudios y estableció un sistema de evaluación de resultados para las escue-
las y los estudiantes (Schwartzman, 2003).
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 III. ESTIMACIÓN DE LAS TRANSFERENCIAS
  SEGÚN LA SITUACIÓN SOCIOECONÓMICA

A. Algunas consideraciones teóricas

Este análisis se basa en el marco teórico que elaboraron Lee y sus colegas 
(Lee, 1980; Lee, 1994; Lee, 2000; Bommier y Lee, 2003). El marco de 
transferencias de Lee combina las estimaciones de los flujos económicos 
entre las edades con las variables demográficas, a fin de estudiar, a ni-
vel global, la forma en que varía la distribución de los recursos desde los 
grupos en edad laboral hacia los grupos en edades menos productivas. El 
modelo se elabora a partir de una identidad contable principal (Mason y 
otros, 2005):

C - yl = (rA - S) + (tg - tg) + (tf - tf );

esto es, el déficit del ciclo de vida —expresado por el exceso de consumo 
C sobre la renta del trabajo yl— se debe financiar mediante transferencias 
públicas netas (tg), las transferencias familiares netas (tf) y las reasigna-
ciones de activos, definidas como la diferencia entre el rendimiento de los 
activos (rA) y el ahorro (S). Estas transferencias se distinguen de otro tipo 
de transacciones por la ausencia de un motivo de intercambio y todos los 
montos agregados se asignan por edades, utilizando a la persona individual 
como la unidad básica del análisis.

En aplicaciones más complejas de este modelo, los perfiles etarios de 
los sistemas de reasignaciones se han integrado con los modelos de pobla-
ción (es decir, distribuciones por edades estables), en los que se dan por 
supuestas ciertas condiciones económicas (es decir, regla de oro, economía 
cerrada) a fin de abordar cuestiones relacionadas con la equidad intergene-
racional, el envejecimiento de la población y los cambios en las políticas 
públicas y en los sistemas privados de asistencia (Turra 2000; Lee 1994; 
Stecklov 1997). Como el objetivo de este trabajo es proporcionar sólo un 
primer análisis de los diferenciales en las transferencias intergeneracio-
nales por la situación socioeconómica, se utilizó una versión simplifica-
da del modelo, comparando los déficit en el ciclo de vida por situaciones 
socioeconómicas mediante la utilización de perfiles de edades de la renta 
del trabajo y el consumo. Posteriormente analizamos cómo se financian 
los déficit por medio de las familias (transferencias entre hogares y dentro 
del hogar y del sector público (educación, salud y seguridad social) por 

+ - + -



78

situaciones socioeconómicas.2 A continuación se procedió a documentar 
los correspondientes flujos de transferencias entre las categorías socioeco-
nómicas. Aunque el marco de Lee abarca tanto la perspectiva del ciclo de 
vida de la población como de los individuos (Lee y Mason, 2004), no se 
estimaron las magnitudes del ciclo de vida, ya que los individuos no per-
manecen en una categoría socioeconómica a lo largo del tiempo ni tampo-
co entre generaciones, y ello podría sesgar nuestras estimaciones.

B. Algunas consideraciones metodológicas

Esta investigación se basó ampliamente en la Encuesta sobre condiciones 
de vida de Brasil (PPV) para estimar los perfiles de edad de los flujos 
económicos. La Oficina del Censo de Brasil, en un proyecto conjunto con 
el Banco Mundial, fue la encargada de realizar la encuesta entre 1996 y 
1997. El tamaño de la muestra es de 4.940 hogares y representa, por tan-
to, el 70% de la población nacional y aproximadamente el 75% del PIB 
(Turra, 2000). Aunque algunas regiones de Brasil quedaron excluidas de la 
encuesta, es poco probable que nuestros perfiles etarios resulten sesgados, 
ya que la población encuestada es una aproximación fiable de la población 
nacional. La encuesta contiene un conjunto amplio y comparable de varia-
bles demográficas y económicas, que incluye información detallada sobre 
el presupuesto familiar. También se utilizaron registros administrativos, 
que proporcionaron información sobre los impuestos y el gasto público en 
educación, salud y seguridad social en 1996. Para más información sobre 
las fuentes de los datos en otros trabajos véase Turra 2000 y Turra y Rios-
Neto 2001.

Los perfiles etarios de la renta del trabajo fueron estimados con base 
en la información sobre la renta recopilada en la PPV para todos los en-
cuestados de 10 o más años de edad que trabajaron en forma remunerada 
durante la semana de referencia de la encuesta. Las estimaciones incluyen 
la renta antes de impuestos y las prestaciones complementarias de todos 
los empleos existentes durante la semana en cuestión. Se incluyeron las 
rentas del empleo por cuenta ajena y las de autoempleo. Para estimar los 
perfiles etarios del consumo se aplicaron diversas reglas, dependiendo de 

2  La escasez de datos sobre los créditos y las transacciones de activos impidió el estudio de un 
conjunto completo de estimaciones. No obstante, los sistemas de transferencias incluidos en el 
análisis representan la mayor parte de los flujos intergeneracionales, y eso se cumple especial-
mente en el caso de las personas de bajo nivel socioeconómico, que en Brasil generalmente no 
acceden a los mercados de capital.
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la forma en que se recopilaron los datos sobre los gastos (es decir, datos 
individuales o por hogares). Todos los encuestados informaron sobre los 
gastos corrientes reembolsables en educación y en salud; por tanto, fueron 
tomados directamente de la encuesta. Los gastos en cigarrillos se asignan 
proporcionalmente entre los adultos del hogar de 15 o más años de edad. 
Los gastos en ropa de los niños y de los adultos se distribuyen proporcio-
nalmente entre las personas de 0 y 15 años de edad y las personas de 15 
o más años de edad, respectivamente. Los gastos residuales se asignan 
por edades mediante escalas de equivalencia que se basan en el método 
de Engel (Deaton, 1997). Siguiendo el marco de transferencias de Lee, el 
perfil etario del consumo incluye: 1) el valor medio del consumo público 
por edades (es decir, el gasto público en educación y salud), ya descrito 
y, 2) el valor de los servicios proporcionados, por bienes de consumo du-
radero y de vivienda, que se asignan por edades utilizando las escalas de 
equivalencia de Engel.

El gasto público en salud se asigna sobre la base de las tasas de utili-
zación de la atención en salud, tomadas de la PPV. En la encuesta se indica 
si las personas señalaron el uso de la atención hospitalaria o ambulatoria 
del sector público durante el período de referencia. Como el sector público 
puede también contratar a terceros para prestar los servicios de atención 
en salud, se incluyó a las personas no cubiertas por seguros de salud y que 
informaron haber utilizado la atención hospitalaria o ambulatoria sin pagar 
por el servicio. Se supuso que todos los usuarios generan la misma canti-
dad de costos por tipo de servicio (servicios hospitalarios o ambulatorios), 
así que se dividió equitativamente el gasto público total en salud entre las 
personas de esas dos amplias categorías. No obstante, en la medida en que 
los costos medios son una función del estado de salud y, por tanto, de la 
situación socioeconómica y de la edad, las estimaciones podrían estar ses-
gadas, por lo que hay que ser prudente al analizar los resultados del gasto 
público en salud.

Los gastos públicos en educación se asignan sobre la base de las tasas 
de matrícula de los niños y los adultos que en la encuesta señalaron haber-
se matriculado en escuelas públicas. Al asignar los gastos se considera la 
variación en los costos por alumno según nivel educativo y la distribución 
de los alumnos por nivel.

Los perfiles etarios de las prestaciones en seguridad social se esti-
maron sobre la base de las respuestas a la PPV con respecto a las cuantías 
de las prestaciones recibidas durante el mes de referencia de la encuesta. 
Lamentablemente, la pregunta no distingue el tipo de prestación (es decir, 
pensiones de viudez y edad), ni el sistema de seguridad social (es decir, 
sistema general de pensiones y programa de los funcionarios públicos). 



80

Para calcular las diferencias entre la suma ponderada de las prestaciones 
en la PPV y los costos reales de esos programas, se ajustaron todas las res-
puestas con el mismo porcentaje.

Se han seguido diversos pasos para calcular los perfiles etarios de los 
impuestos abonados por cada grupo socioeconómico. En primer lugar, se 
supone que 1) los gastos del gobierno nacional se financian mediante im-
puestos sobre la renta y de la seguridad social; 2) los gastos del gobierno 
estatal se financian mediante impuestos sobre las ventas y, 3) los gastos 
realizados por los gobiernos locales se financian mediante impuestos sobre 
el patrimonio. Partiendo de la información sobre el porcentaje correspon-
diente a cada nivel de gobierno de los ingresos recaudados para financiar 
los gastos públicos en educación, salud y seguridad social, se determina 
cómo se dividen las salidas por tipo de impuesto. Después, se utiliza la 
información sobre los impuestos recopilada en la PPV (impuestos sobre la 
renta, de seguridad social y sobre el patrimonio) y nuestras estimaciones 
del consumo como medida aproximada de los impuestos sobre las ventas, a 
fin de asignar las cantidades del presupuesto total correspondientes a cada 
condición socioeconómica. Después, se asignan esas cantidades por edades 
con arreglo a los perfiles etarios de los ingresos (impuestos sobre la renta y 
sobre las ventas), la renta laboral (impuestos de seguridad social) e impues-
tos sobre los bienes raíces, estimados a partir de la PPV.

A fin de calcular los flujos de transferencias entre las categorías de 
condiciones socioeconómicas a través del sector público, se elaboraron 
presupuestos equilibrados hipotéticos para cada programa, aumentando o 
disminuyendo multiplicativamente el nivel de impuestos en cada edad y ca-
tegoría socioeconómica, a fin de obtener los impuestos totales ponderados 
congruentes con los costos totales reales.

Las salidas y entradas de las transferencias entre hogares se calcula-
ron partiendo directamente de la encuesta e incluyen regalos, pensiones 
alimenticias y donaciones y se ajustaron las diferencias en los flujos a fin 
de asegurar una coherencia global. Para calcular las transferencias dentro 
del hogar se utilizó el método del agente (Lee y Mason, 2004), en el que se 
supone que los miembros del hogar que no son el jefe de familia utilizan 
sus ingresos (la renta laboral y las transferencias públicas en dinero, sin 
impuestos) sólo para consumir bienes y servicios. Los miembros del hogar 
distintos del jefe de familia no acumulan activos y no reciben ni realizan 
transferencias entre hogares; la diferencia entre los ingresos y el consumo 
es igual a las transferencias hechas hacia el jefe de familia (si la diferencia 
es positiva) o recibidas de él (si la diferencia es negativa).

Se calculó la situación socioeconómica en función del nivel educativo 
del jefe de familia y la magnitud tiene alta correspondencia con la situación 
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Gráfico 1

ELEMENTOS DE LAS REASIGNACIONES POR EDADES, 

VALORES PER CÁPITA, BRASIL 1996

Fuente: Turra (2000) y Turra y Ríos-Neto (2001).

socioeconómica general del hogar y en el presente estudio se prefirió a 
otras magnitudes de la situación socioeconómica (por ejemplo, la renta o 
la riqueza), ya que permite una mejor comparabilidad entre los grupos de 
edad. El nivel de instrucción se clasificó en cuatro categorías: 0 a 4 años, 
5 a 8 años, 9 a 11 años, y 12 años o más. Además, como es necesaria una 
cantidad relativamente grande de observaciones para reducir los errores 
estocásticos en las estimaciones, se calcularon todos los flujos económicos 
por grupos decenales de edad.

IV. RESULTADOS

Al evaluar las transferencias intergeneracionales entre los grupos socioeco-
nómicos, es útil empezar por un examen de las características generales 
del sistema de reasignación para la población total de Brasil (gráfico 1). 
Estos resultados se tomaron de Turra y Ríos-Neto (2001) y muestran que el 
modelo del ciclo de vida en Brasil es bastante similar a los modelos de las 
naciones desarrolladas (véase, por ejemplo, Mason y otros, 2005). Como 
sucede en la mayoría de las poblaciones industrializadas, en Brasil —cuan-
do la jubilación aparece como una etapa importante del ciclo de vida— la 
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dependencia económica de las personas de edad comienza aproximadamen-
te a los 60 años. Una constatación destacada es la función que desempeña el 
sector público en el apoyo a los mayores, que garantiza aproximadamente el 
86% del consumo en el grupo de 70 o más años de edad. Por el contrario, los 
niños dependen de las transferencias privadas entre vivos (principalmente 
las transferencias dentro del hogar), que abonan el 60% de su consumo.

La diferencia entre las funciones que desempeñan el sector público y 
las familias sugiere la necesidad de desglosar el ciclo de vida económico 
por situaciones socioeconómicas. En el gráfico 2 se muestra el déficit del 
ciclo de vida para cada grupo socioeconómico. A fin de normalizar las 
diferencias en los niveles de producción, se dividió el déficit del ciclo de 
vida por el nivel de consumo promedio para las personas de entre 30 y 50 
años de edad en cada grupo socioeconómico. En su conjunto, el modelo 
del ciclo de vida en Brasil examinado supra fue constatado para todos los 
grupos socioeconómicos. No obstante, se deben destacar algunas diferen-
cias; en primer lugar, en los modelos se observan diferencias de salario por 
niveles educativos y el superávit del ciclo de vida es mucho mayor para 
las poblaciones en edad laboral con una alta situación socioeconómica. 

Gráfico 2

DÉFICIT DEL CICLO DE VIDA POR NIVEL DE INSTRUCCIÓNa NORMALIZADO,b 
BRASIL 1996

Fuente: Turra (2000) y Turra y Ríos-Neto (2001).
a  Nivel de instrucción del jefe de familia.
b  Los perfiles se han normalizado dividiendo el nivel de consumo medio entre los grupos de edades 

comprendidas entre los 30 y los 50 años de cada grupo educativo.
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Además, la distribución por edades del déficit del ciclo de vida muestra 
más edad para las personas que tienen más años de educación y refleja que 
las personas con una situación socioeconómica más alta permanecen más 
tiempo en los centros educativos, empiezan a trabajar más tarde y, proba-
blemente, poseen trabajos mejor retribuidos en función de la antigüedad y 
la experiencia.

En el gráfico 3 se indican las características generales de los sistemas 
de reasignación para cada nivel educativo y los resultados aparecen norma-
lizados. Con respecto a los niños, se observa que entre las personas de baja 
situación socioeconómica los costos del consumo se distribuyen entre la 
familia y el sector público. Por el contrario, entre aquellos que tienen más 
años de educación, las reasignaciones realizadas por medio de la familia 

Gráfico 3

REASIGNACIONES ETARIAS POR NIVEL DE INSTRUCCIÓNa NORMALIZADAS,b 
BRASIL 1996

Fuente: Turra (2000) y Turra y Ríos-Neto (2001).
a Nivel de instrucción del jefe de familia.
b  Los perfiles se han normalizado dividiendo el nivel de consumo medio entre los grupos de edades 

comprendidas entre los 30 y los 50 años de cada grupo educativo.
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son dominantes. Entre las personas de edad, las transferencias del sector 
público son muy importantes, y dominan en todos los niveles de educación. 
Aunque se excluyeron del análisis las reasignaciones de activos, es posible 
afirmar razonablemente que el consumo en las edades más avanzadas —en 
todos los grupos socioeconómicos— depende en gran medida del apoyo 
público. A primera vista, estas estructuras parecen respaldar aún más la 
idea de que el sector público favorece a las personas de edad en Brasil, al 
menos en el enfoque transversal.

Para obtener un panorama más completo, se examinaron las trans-
ferencias públicas recibidas por cada grupo socioeconómico mediante la 
educación, la salud y la seguridad social. En el gráfico 4 se exponen los 
gastos per cápita en educación, tanto en valores nominales como norma-
lizados según las diferencias en los niveles de producción. En términos 
nominales, las personas con situación socioeconómica más alta reciben 
más del doble en transferencias públicas en educación que las recibidas 
por los grupos de situación socioeconómica más baja; esta pauta ya se ha 
descrito con anterioridad (véase, por ejemplo, Camargo y Ferreira, 2002). 
Asimismo, una mirada más cercana a los perfiles etarios revela que las 
personas de situación socioeconómica más alta reciben más transferencias 
a edades más avanzadas que los niños en situación socioeconómica más 
baja. Esta pauta se explica por un mecanismo de distribución perverso de 
los recursos públicos en Brasil. Los niños en situación socioeconómica 
más baja dependen de la educación básica pública, que generalmente es de 
peor calidad comparada con las escuelas privadas. Por otra parte, los ni-
ños de situación socioeconómica más alta asisten generalmente a estable-
cimientos de enseñanza media y superior privados y, por lo tanto, es más 
probable que asistan a las universidades públicas, que siguen un sistema 
que promueve la eficacia, seleccionando a los candidatos con exámenes 
competitivos. Además los costos por estudiante en función del nivel educa-
tivo varían considerablemente y son aproximadamente 14 veces más altos 
en la educación superior que en la educación básica. No obstante, como su-
giere el gráfico 3, las transferencias en educación pública constituyen una 
porción mayor del consumo de las personas con situación socioeconómica 
más baja (el grupo más bajo del gráfico 4), lo que evidencia que cualquier 
cambio en las políticas públicas que beneficie a las personas de edad en 
detrimento de los niños afectará más al bienestar de los niños pobres que 
al de los niños ricos.
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Gráfico 4

GASTOS PÚBLICOS EN EDUCACIÓN PER CÁPITA, POR EDADES Y NIVEL

DE INSTRUCCIÓN,a BRASIL 1996

Nominal 

Gastos públicos en educación normalizadosb

Fuente: Turra (2000) y Turra y Ríos-Neto (2001).
a  Nivel de instrucción del jefe de familia.
b  Los perfiles se han normalizado dividiendo el nivel de consumo medio entre los grupos de edades 

comprendidas entre los 30 y los 50 años de cada grupo educativo.
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Con respecto al gasto público en salud, se observa un panorama dife-
rente (gráfico 5). Como el gasto público en salud se realiza en régimen de 
cobertura universal y el gobierno no puede dar servicios de alta calidad para 
todos, los niños y las personas de edad de situación socioeconómica más 
alta generalmente recurren a la atención privada y, por tanto, reciben menos 
en gastos públicos. Los servicios médicos privados para las personas de-
pendientes en situación socioeconómica alta se financian, principalmente, 
mediante transferencias dentro del hogar (no se muestran resultados). Por 
otra parte, los niños y las personas de edad de situación socioeconómica 
baja dependen sobre todo del sistema público. No es sorprendente, sin em-
bargo, que las transferencias no se distribuyan equitativamente entre ellos; 
las transferencias para las personas de edad con escasa educación duplican 
a las de los niños, lo que sugiere que las transferencias públicas ascenden-
tes en el sector de la salud se dan predominantemente entre los pobres. Hay 
que analizar estos resultados con prudencia, ya que no se pudo calcular las 
diferencias en los costos por paciente, según situación socioeconómica y 
edad. En la medida en que las personas con situación socioeconómica alta 
pueden solicitar del sector público tratamientos más caros que las perso-
nas con situación socioeconómica baja (para más estudios sobre este tema, 
véase Medici, 1997a), los gastos de los primeros podrían estar subestima-
dos. No obstante, y por la misma razón, se conjetura que las transferencias 
hacia las personas de edad podrían estar subestimadas, lo que corrobora la 
constatación principal en cuanto a que el gasto público en salud en perso-
nas de edad predomina en todos los grupos socioeconómicos.
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Gráfico 5

GASTOS PÚBLICOS EN SALUD PER CÁPITA, POR EDADES Y NIVEL

DE INSTRUCCIÓN,a BRASIL 1996

Nominal 

Gastos públicos en salud normalizadosb

Fuente: Turra (2000) y Turra y Ríos-Neto (2001).
a  Nivel de instrucción del jefe de familia.
b  Los perfiles se han normalizado dividiendo el nivel de consumo medio entre los grupos de edades 

comprendidas entre los 30 y los 50 años de cada grupo educativo.
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En el gráfico 6 se comparan nuevamente los valores nominales y los 
valores normalizados para las transferencias públicas entre los distintos 
grupos socioeconómicos; en este caso se compararon en conjunto los pa-
gos de la seguridad social del sistema general y el de los funcionarios. De 
los gráficos se desprende que la jubilación anticipada es un comportamien-
to común en todos los grupos socioeconómicos: la edad más temprana para 
recibir las prestaciones es de 55 años, lo que confirma la generosidad del 
sistema de reparto en Brasil. En valores nominales, las prestaciones son, 
al menos, 10 veces mayores para las personas de edad del grupo socioeco-
nómico más alto que para los del grupo socioeconómico más bajo, lo que 
pone de manifiesto las notables desigualdades entre los grupos de personas 
de edad. Aunque la proporción entre los grupos se reduce a dos en los va-
lores normalizados, la mejor situación de las personas de edad de situación 
socioeconómica alta sigue siendo considerable. El mayor ingreso vitalicio 
de las personas de situación socioeconómica alta y la predominancia de 
funcionarios públicos en ese grupo podrían explicar esas diferencias.

En el gráfico 7 se llama la atención a los perfiles etarios de las trans-
ferencias privadas inter vivos (es decir, la suma de las transferencias ne-
tas entre hogares y dentro del hogar); las transferencias dentro del hogar 
tienen más importancia para los niños de situación socioeconómica alta, 
que dependen menos del apoyo público. No obstante, una característica 
común importante entre los grupos socioeconómicos es el bajo volumen 
de transferencias privadas inter vivos hacia las personas de edad, tanto en 
valores nominales como relativos. Esta pauta se explica por un efecto de 
desplazamiento, en el que la seguridad social sustituye lo que en el pasado 
pueden haber sido transferencias privadas.

Hasta el momento, se ha hecho referencia sobre todo a las diferencias 
de los sistemas de reasignación entre las escalas de edad. Posteriormente, 
se cuantificó la medida en que cada grupo socioeconómico tiene transfe-
rencias públicas netas negativas o positivas. En el cuadro 1 se muestran las 
corrientes de transferencias implícitas (totales y per cápita) entre los gru-
pos educativos mediante cada sistema público. No es sorprendente que los 
grupos de situaciones socioeconómicas más altas abonen impuestos totales 
mayores que los grupos en situaciones socioeconómicas más bajas, ya que 
las transferencias públicas deben equilibrarse anualmente. La población 
con más instrucción (9 a 11 años y más de 12) tiene transferencias públi-
cas netas negativas, y paga alrededor del 53% de las transferencias totales 
recibidas por los grupos socioeconómicos más bajos (0 a 4 y 5 a 8 años de 
instrucción). En los programas públicos, las transferencias netas entre los 
diversos grupos son proporcionalmente más altas en la atención de salud 
(el 65% del total de transferencias recibidas por los grupos de situaciones 
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Gráfico 6

GASTOS EN SEGURIDAD SOCIAL PER CÁPITA, POR EDADES Y NIVEL 

DE INSTRUCCIÓN,a BRASIL 1996

Nominal 

Gastos en seguridad social normalizadosb

Fuente: Turra (2000) y Turra y Ríos-Neto (2001).
a  Nivel de instrucción del jefe de familia.
b  Los perfiles se han normalizado dividiendo el nivel de consumo medio entre los grupos de edades 

comprendidas entre los 30 y los 50 años de cada grupo educativo.
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Gráfico 7

TRANSFERENCIAS PRIVADAS NETAS INTER VIVOS PER CÁPITA, POR EDADES 

Y NIVEL DE INSTRUCCIÓN,a BRASIL 1996

Nominal 

Transferencias privadas inter vivos normalizadasb

Fuente: Turra (2000) y Turra y Ríos-Neto (2001).
a  Nivel de instrucción del jefe de familia.
b  Los perfiles se han normalizado dividiendo el nivel de consumo medio entre los grupos de edades 

comprendidas entre los 30 y los 50 años de cada grupo educativo.
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socioeconómicas más bajas provienen de los grupos más altos), seguidas 
por las de la seguridad social (52%) y de educación (44%). Sin embargo, 
como en un enfoque transversal, las personas con más instrucción transfie-
ren recursos a las personas con menos instrucción, la pauta de gasto públi-
co es evidentemente regresiva, y ha sido responsable, al menos en parte, 
de los niveles de pobreza de Brasil (Barros y Carvalho, 2003; Camargo y 
Ferreira, 2002).

Cuadro 1

TRANSFERENCIAS PÚBLICAS ENTRE LOS GRUPOS SOCIOECONÓMICOS,a 

BRASIL 1995

Sistema de Total de los flujos (en millones de reales) Flujos per capitab (en reales) 
transferencias
públicas y Impuestos  Transferencias  Diferencia Impuestos Transferencias
nivel de pagados recibidas  pagados recibidas
instrucción

Educación
 0 a 4 años  8 084   16 891   8 807   285   313 
 5 a 8 años  3 867   4 392   525   493   267 
 9 a 11 años  6 513   3 332   (3 181)  878   297 
 12 años o más  9 504   3 354   (6 150)  2 178   637 

Saludc

 0 a 4 años  4 621   16 053   11 432   163   226 
 5 a 8 años  2 245   3 574   1 330   286   195 
 9 a 11 años  5 350   1 801   (3 549)  721   137 
 12 años o más  9 523   310   (9 213)  2 183   47 

Seguridad social
 0 a 4 años  11 751   28 410   16 658   414   1 682 
 5 a 8 años  5 607   8 041   2 433   715   4 241 
 9 a 11 años  16 514   11 031   (5 484)  2 226   5 742 
 12 años o más  31 695   18 087   (13 608)  7 264   14 087 

Fuente: Turra (2000) y Turra y Ríos-Neto (2001).
a  Calculado con arreglo al nivel de instrucción del jefe de familia.
b  Para calcular los flujos de impuestos abonados per cápita se han dividido los flujos totales por la 

población de edades comprendidas entre los 30 y los 60 años de cada grupo educativo. Para calcular 
los flujos de transferencias recibidas per cápita, se han dividido los flujos totales por la población de 
menos de 30 años de edad en cada nivel de instrucción; con respecto a la salud, los flujos totales se 
han dividido por la suma de las poblaciones de menos de 30 años y de más de 60 años de edad; y con 
respecto a la seguridad social, los flujos se han dividido por la población de más de 60 años de edad 
en cada grupo educativo.

c  Los resultados correspondientes a la atención sanitaria deben analizarse con precaución porque 
nuestras estimaciones no tienen en cuenta las diferencias de precios por grupo educativo.
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V. ANÁLISIS

Los estudios sobre la relación entre las transferencias intergeneracionales 
y la pobreza en los Estados Unidos datan de la década de 1980, pero sólo 
muy recientemente el tema suscita interés en Brasil. En el presente estudio 
se hace un primer análisis de estos temas, utilizando un marco intergene-
racional global que combina las transferencias públicas en dinero y en es-
pecie con las transferencias familiares. De los resultados se desprende que 
las transferencias familiares tienen una importancia mayor para los niños, 
particularmente los de hogares con más recursos económicos. Los niños de 
familias más pobres dependen mucho más de las transferencias públicas. 
Sin embargo, esto no se cumple en el caso de las personas de edad. Se 
demostró que el consumo de las personas de edad —en todos los grupos 
de instrucción— depende en gran medida de las transferencias públicas y 
que los niños pobres reciben la menor cantidad de transferencias públicas 
y familiares, al menos en un enfoque transversal. Nuestros resultados son 
coherentes con la bibliografía reciente, que responsabiliza a las transferen-
cias hacia las personas de edad de causar tasas de pobreza más altas entre 
los niños que entre las personas de edad; no obstante, algunos de estos 
asuntos requieren un estudio más a fondo.

Se podría argumentar, por ejemplo, que este análisis está viciado por 
no utilizar mediciones longitudinales. Como se afirma en Bommier y otros 
(2004), las mediciones longitudinales son preferibles a las transversales, 
porque tienen en cuenta la mortalidad y la cronología del ciclo de vida. 
Como las personas de edad reciben transferencias a edades mucho más 
avanzadas que los niños y están expuestas a mayor riesgo de morir antes 
de recibir las prestaciones, un dólar de transferencia recibido a edades 
tempranas vale mucho más que un dólar recibido a edades más avanzadas; 
ello daría lugar a tasas más altas de retorno en las transferencias hacia 
los niños que en las transferencias hacia las personas de edad. Incluso si 
fuera cierto que la educación pública paga una tasa de retorno más alta 
que la seguridad social —en particular entre los pobres— es indiscutible 
que las transferencias hacia los niños son mucho menores (alrededor de 
una cuarta parte) que aquellas dirigidas las personas de edad, lo que limita 
las inversiones en capital humano. Los datos empíricos respaldan la idea 
de que los recursos públicos no se utilizan de la mejor manera posible: es 
tres veces más probable que los niños sean pobres en comparación con las 
personas de edad, y la educación pública no ha sido eficaz en la reducción 
de las desigualdades. Por tanto, no se pueden discutir los aspectos actua-
riales de las transferencias públicas en Brasil sin subrayar las cuestiones 
distributivas que impregnan los programas públicos.
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Cabe preguntarse las razones que llevan a no redirigir los recursos 
de la seguridad social hacia la educación pública —y otras transferencias 
dirigidas a los niños— a fin de reducir los niveles de pobreza y mitigar la 
transmisión intergeneracional de la desigualdad. En un intento de explicar 
esta pauta, se propone una ampliación de la tesis de Preston: que el poder 
político tanto de la edad como de la situación socioeconómica es la razón 
para que los recursos públicos mantengan su dirección hacia las personas 
de edad, particularmente hacia los más pudientes. Imaginemos por un mo-
mento que la población de Brasil se pudiera dividir en cuatro grupos: dos 
de niños en situación socioeconómica baja y alta y dos de adultos en situa-
ción socioeconómica baja y alta. Los adultos en situación socioeconómica 
alta tienen la mayor capacidad de influir en las decisiones de políticas y, 
por tanto, es más probable que obtengan recursos públicos; su poder pro-
viene tanto de la edad como de la situación socioeconómica. Para ellos, el 
aumento de las transferencias públicas hacia los niños no reviste interés, 
no sólo porque ellos mismos no pueden beneficiarse de transferencias ma-
yores hacia las edades más jóvenes, sino también porque el consumo de 
sus hijos depende en gran medida de las transferencias familiares. Por otra 
parte, los adultos de situación socioeconómica baja están en desventaja 
en comparación con los adultos de situación socioeconómica alta, simple-
mente, porque son votantes pobres y, por tanto, tienen menos capacidad 
de presión. Pero también están en ventaja en comparación con los niños 
de situación socioeconómica baja: ellos son mayores (¡pueden votar!) y se 
benefician de participar, junto con los adultos de situación socioeconómi-
ca alta, en el mismo sistema de seguridad social. Aunque el programa de 
seguridad social sea de cobertura universal, no garantiza una distribución 
equitativa de los beneficios entre los adultos de situación socioeconómi-
ca baja y alta, y los adultos en situación desventajosa se benefician (en 
comparación con los niños) de los incentivos que los adultos de situación 
socioeconómica alta tienen para presionar por mayores prestaciones de se-
guridad social. En esas circunstancias, es mucho más difícil para los niños 
de situación socioeconómica baja presionar para conseguir recursos: no 
pueden votar, son pobres y, por tanto, sus familias ejercen menos influencia 
política que las adineradas, y generalmente sólo cuentan con programas 
públicos que utilizan únicamente los pobres. Debe subrayarse, no obstante, 
que es muy improbable que la creación de programas de cobertura univer-
sal para los jóvenes reduzca la desigualdad socioeconómica y aumente la 
eficiencia. Aunque los niños de situación socioeconómica baja estarían en 
mejor situación para competir por los recursos con los adultos de situación 
socioeconómica baja, ambos grupos seguirían en desventaja frente a los ri-
cos. Las investigaciones futuras basadas en datos históricos proporcionarán 
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más ideas sobre cómo interactuaron las transferencias intergeneracionales 
y la desigualdad socioeconómica a lo largo del tiempo para reforzar el ci-
clo perverso de la pobreza y la desigualdad en Brasil.

VI. APÉNDICE

Cuadro 1

RENTA DEL TRABAJO Y CONSUMO, POR EDADES 

Y NIVEL DE INSTRUCCIÓN,a BRASIL

(En reales) 1996

 0 a 4 años 5 a 8 años 9 a 11 años 12 años o más
 de escolarización de escolarización de escolarización de escolarización

Grupo Renta del Consumo Renta del Consumo Renta del Consumo Renta del Consumo
de edad  trabajo  trabajo  trabajo  trabajo

 0-9  -     1 268   1   1 902   -     3 367   -     6 360 
 10-19  418   1 880   517   3 070   430   4 858   554   9 410 
 20-29  1 975   1 827   3 184   2 865   5 205   4 522   7 463   10 389 
 30-39  2 636   1 922   5 301   3 027   8 296   4 673   22 044   9 933 
 40-49  3 735   2 365   7 237   3 815   11 553   5 431   33 183   10 925 
 50-59  2 107   2 758   5 954   4 974   6 183   7 546   28 526   13 107 
 60-69  971   3 171   4 285   5 107   4 077   9 197   8 103   12 729 
 70+  258   3 059   121   6 342   596   8 211   1 353   14 018 

Fuente: Elaboración propia.
a Nivel de instrucción del jefe de familia.
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